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PORTE DE ESTUPEFACIENTES / CRITERIOS JURISPRUDENCIALES / ÁNIMO DEL SUJETO ACTIVO COMO INGREDIENTE SUBJETIVO / DEBE ESTABLECERSE SI LA ÚNICA FINALIDAD DEL PORTE ERA EL CONSUMO /  CONSUMIDOR HABITUAL / REVOCA Y PRECLUYE   

Luego de ello hubo otro cambio de postura, a partir de la sentencia CSP SP, 9 mar. 2016, rad. 41760, ratificada en las decisiones CSJ SP, 6 abr. 2016, rad. 43512, y en la CSJ SP, 15 mar. 2017, rad. 43725, de conformidad con las cuales  el fallador debe establecer si el judicializado es un infractor de la ley, bien sea porque comercializa o distribuye estupefacientes, o se trata únicamente de un adicto o consumidor de sustancias prohibidas, ya que la justicia penal solo debe ocuparse de los primeros, y no de los últimos. En dichos fallos se considera el ánimo del sujeto activo como ingrediente subjetivo o finalidad del porte de sustancias alucinógenas, a efectos de excluir su responsabilidad penal o de estimar realizado el tipo de prohibición.

(…)

En primer lugar debe decirse que nuestro órgano de cierre ha señalado jurisprudencialmente que el juez debe valorar el conjunto probatorio, y de acuerdo con las reglas de la sana crítica determinar si es razonable imponer sanción por el punible de tráfico de estupefacientes a un consumidor habitual de sustancias prohibidas, y para ello debe apreciar si la cantidad es indicativa de un propósito de uso diverso del propio consumo, o si de esa circunstancia, junto con los demás elementos de conocimiento, puede evidenciarse que se trata de un porte de estupefaciente para la exclusiva ingesta sin que se advierta un ánimo de comercialización o cualquiera otra finalidad, para lo cual el órgano encargado de la persecución penal, debe acreditar ese elemento subjetivo del tipo.

(…)

En síntesis, se tiene que lo probado es que el comprometido fue capturado por los agentes del orden cuando llevaba consigo el material alucinógeno, y queda claro que la Fiscalía carece de prueba para acreditar que portaba esa sustancia vegetal con una finalidad distinta a la de saciar su adicción. En consecuencia, al aplicarse los presupuestos jurisprudenciales aludidos al presente caso, en atención a lo que fue materia de prueba, puede concluirse que el estupefaciente hallado en poder del justiciable era para su propio consumo, o al menos no existe prueba en contrario, y por ello el ilícito atribuido no es punible ya que en esa medida no se quebrantaron ninguno de los bienes jurídicos protegidos por el legislador, sino que se trata de un ciudadano que con su actuar únicamente puso en peligro su propia salud, y por ello requiere que se continúe con el tratamiento que por parte de su núcleo familiar ya se le brinda, con el fin de que supere su estado de adicción.

En tan particulares circunstancias, el Tribunal revocará la determinación adoptada por el juez de primer nivel, y revocará la decisión con miras a disponer la preclusión de la investigación que en su contra se adelanta como autor de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de “llevar consigo”.
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  ACTA DE APROBACIÓN N° 747
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Septiembre 5 de 2018, 8:47 a.m.

	Imputado: 
	Juan Camilo Uribe Sanz

	Cédula de ciudadanía:
	1´088.329.588 de Pereira (Rda.).

	Delito:
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

	Víctima:
	La salubridad pública

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía  contra el auto proferido en junio 05 de 2017, por medio del cual se negó la preclusión de la investigación. SE REVOCA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- En diciembre 01 de 2016 a las 23:30 horas frente a la manzana 20 vía pública del barrio San Fernando Cuba de esta ciudad, fue detenido por miembros de la Policía Nacional JUAN CAMILO URIBE SANZ, toda vez que fue hallada en su poder una bolsa plástica transparente que contenía en su interior 15 más del mismo material con sustancia vegetal con características similares a estupefaciente. Una vez efectuada la prueba de P.I.P.H. se determinó que se trataba de cannabis y sus derivados, con un peso neto de 86.5 gramos. 
1.2.- A consecuencia de lo anterior, se llevaron a cabo (diciembre 02 de 2016) ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) las audiencias preliminares por medio de las cuales: (i) se declaró legal la aprehensión del ciudadano JUAN CAMILO URIBE SANZ; (ii) se le formuló imputación como autor a título de dolo de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes consagrada en el inciso 2º del artículo 376 C.P., en la modalidad de “llevar consigo”, cargo que NO ACEPTÓ; y (iii) se ordenó la libertad del imputado, toda vez que el ente acusador retiró la petición de medida de aseguramiento.
1.3.- La Fiscalía presentó solicitud de preclusión (febrero 27 de 2017) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y una vez instalada la audiencia de sustentación (mayo 25 de 2017) fundamentó su pedimento en lo reglado en el canon 332 numeral 4 C.P.P. -atipicidad de la conducta-. Al efecto manifestó que no se tiene conocimiento que la sustancia estupefaciente hallada al judicializado fuera para la venta, distribución o suministro, y, por el contrario, sí se cuenta con un elemento material probatorio, esto es, informe del Instituto del Sistema Nervioso, en el que se indica que URIBE SANZ es adicto a la marihuana desde hace tiempo, aunado a declaraciones extrajuicio de personas que lo conocen y refieren bajo juramento estar enteradas de su adicción a la drogas. Agregó que es un joven de buena familia, que se encuentra matriculado para estudiar en ese semestre en una academia de aprendizaje.

1.4.- A su turno, la defensa solicitó que se accediera a la preclusión puesto que su representado es víctima de la drogadicción, y lo que llevaba, si bien excedía la dosis personal, era para su consumo, luego entonces, su conducta no tiene la connotación ni la relevancia de otras que sí alteran el orden social de manera grave. De acuerdo con reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, el mejor camino en casos de personas adictas no es el de la judicialización y el encierro sino el de la rehabilitación. JUAN CAMILO no obstante su adicción no se ha dedicado a la delincuencia sino que ha continuado con sus actividades académicas, se prepara en gastronomía, y labora como administrador de un parqueadero.

1.5.- El a quo negó la preclusión solicitada al considerar que en contraposición a lo señalado por el ente acusador, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre el tema y los medios probatorios obrantes en la actuación, no se demostró la atipicidad de la conducta, la falta de lesividad o la carencia de dolo, por cuanto el porte de estupefacientes no era únicamente con destino al consumo de quien lo llevaba. Si bien se acreditó que el procesado es adicto a los estupefacientes, para establecer que la real destinación es esa, la cantidad debe ser acorde con el grado de adicción, y en este caso el mismo judicializado reconoció que consume un cigarrillo al día de marihuana “cripa”. Adicionalmente, deben analizarse las circunstancias en que se produjo su captura, esto es, sobre la media noche, llevando consigo una cantidad alta de estupefacientes, que excede cuatro veces la dosis personal, y representa más del doble de la dosis de aprovisionamiento establecida jurisprudencialmente, a lo que se suma su presentación -repartida en 15 bolsas plásticas pequeñas-, y el hecho de que ese tipo de droga contiene una mayor cantidad de elementos psicoactivos que la que habitualmente consume.
1.6.- Inconforme con la providencia el representante del ente acusador interpuso recurso de apelación.
2.- Debate

2.1.- El delegado fiscal sustentó el recurso de apelación por medio del cual reclama la revocatoria de la decisión adoptada, en los siguientes términos:

Es un hecho cierto y probado en la carpeta que el procesado es consumidor del tipo de sustancia que fue hallada en su poder, y contrario a lo que da a entender el juez de primer nivel, no existe elemento alguno que permita determinar que ese estupefaciente fuera para la venta o comercialización, toda vez que: (i) su captura fue en lugar en donde no se tiene conocimiento por parte de la Fiscalía que sea dedicado al expendio de ese tipo de sustancias, y estaba cerca a su lugar de residencia; (ii) se allegaron cuatro declaraciones extraproceso de personas que lo conocen a él y a su familia, que aseveraron bajo la gravedad de juramento que les consta que es adicto a los estupefacientes, concretamente de marihuana; (iii) la policía no indicó que se estuviera haciendo seguimiento o se hubiera recibido información de que JUAN CAMILO estuviera dedicado al tráfico de estupefacientes, simplemente se trató de una labor de rutina en ese sector de la ciudad; (iv) se verificó el arraigo social y económico de URIBE SANZ, quien estudia gastronomía, su padre es abogado civilista y su madre contadora; y (v) la cantidad que se encontró es pequeña de acuerdo con lo que al respecto ha establecido la jurisprudencia, y según lo dictaminado por el médico psiquiatra que lo atiende, muy seguramente era para su consumo.
De conformidad con lo establecido por la Corte Suprema de Justicia dentro del radicado 43725 de marzo 15 de 2017, la Fiscalía tiene que tener mucha sensatez al valorar los elementos materiales de prueba, entonces mal haría en llevar esos mismos cuatro testimonios al juicio y al médico psiquiatra para que determine la calidad de adicción que tiene URIBE SANZ, y luego solicitar una absolución, puesto que de acuerdo con ese pronunciamiento debe demostrarse el contexto del tráfico de estupefacientes, el cual en este caso no se da, ya que es imposible pensar que debido a que eran 15 bolsas, o el hecho de haber sido capturado a altas horas de la noche, el aprehendido estaba comercializando, suministrando o dedicado al expendio de drogas. La Fiscalía no tiene cómo probar en este momento ni podrá conseguir elementos para llegar a la conclusión que lo que llevaba el judicializado no era para su consumo, puesto que los que se tienen demuestran por el contrario que sí tenía ese propósito. 

2.2.- A su turno la defensa coadyuva ese recurso, y solicita revoque la providencia emitida y se acceda a la preclusión invocada por el ente acusador al considerar que:

En el sistema penal acusatorio la Fiscalía es titular exclusivo y excluyente de la acción penal, lo que significa que la valoración de los elementos materiales probatorios, la evidencia física y la prueba recaudada corresponde a ese ente, y es quien decide si existe mérito para formular una acusación y llevar el caso a estrado judiciales, o solicitar al juez que se pronuncie sobre la preclusión.
El análisis en el caso concreto lleva al convencimiento de que no existe posibilidad de hacer prosperar una tesis acusatoria, y menos aún de obtener una sentencia condenatoria, por lo que no sentido irse a juicio para finalmente terminar con una sentencia absolutoria. Precisamente el fundamento del sistema penal es que sean mínimos los casos llevados a juicio, y que sean más los que terminen de manera anticipada por preacuerdos, aceptación de cargos o por no tener la Fiscalía elementos para sustentar una acusación, y para ello también debe hacerse un análisis de qué es más benéfico para la propia administración de justicia.
Según el funcionario de primer nivel el ente acusador debe tratar de encontrar los elementos para demostrar que la sustancia que se le incautó a JUAN CAMILO era para el tráfico de estupefacientes, pero esa conclusión parte de premisas equivocadas. El hecho de que la dosis haya sido más alta que lo que consume, no demuestra ese fin, pues según lo ha sentado la jurisprudencia lo importante es demostrar la calidad de adicto y no la cantidad de la sustancia, además no se tiene noticia que esa zona sea dedicada al tráfico o venta de alucinógenos. Tampoco el hecho de que la dosis estuviera distribuida en varias bolsistas permite establecer eso, puesto que el adicto va a adquirir la sustancia y no es éste quien decide su presentación sino el vendedor, quien se la entrega como la tenga armada y fabricada previamente.
Los elementos que el juez estableció que eran determinantes para establecer la comercialización no existen, y tal como lo indica la referida sentencia 43725 de 2017 ello debe estar respaldado por acervo probatorio, porque de no existir esto la conclusión no puede ser contraria a la presunción de inocencia, y a los principios que rigen la actuación penal, tales como el pro homine, el in dubio pro reo, y la dignidad humana.
La línea jurisprudencial que ha trazado la Corte Suprema de Justicia parte del hecho de respetar la autonomía de la Fiscalía para decidir en qué casos cree que se trata de un consumidor. El máximo órgano fue enfático en decir que el órgano de persecución penal no puede suponer el tráfico o la dedicación a la venta por la mera cantidad del estupefaciente, sin que tenga elementos materiales probatorios o evidencia física que permitan sustentar esa posibilidad, porque se ha aceptado lo que se denomina dosis de aprovisionamiento, por tanto el adicto que no quiera ir a comprar cada que vez que sienta deseos puede adquirir varias dosis, pero siempre para su consumo personal, que es lo que ocurre en este caso.

El judicializado es un joven que como bien lo recalcó el delegado del ente persecutor, tiene un ambiente social y familiar estable, es hijo de profesionales, desempeña actividades académicas y laborales, y no obstante ser adicto, lo ha reconocido y está sometido a tratamiento para superar esa enfermedad.

2.3.- Sustentado el recurso de apelación el a quo lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso remitir las diligencias a esta Corporación para que se resuelva lo pertinente.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer si en efecto la conducta desplegada por el señor JUAN CAMILO URIBE SANZ deviene atípica, al no encontrarse acreditado que la sustancia estupefaciente hallada en su poder tenía un fin diferente al consumo, y por el contrario demostrarse su condición de adicto a las sustancias estupefacientes, caso en el cual deberá revocarse la providencia adoptada como lo pide el representante de la Fiscalía coadyuvado por la defensa.
3.3.- Solución a la controversia

De conformidad con la situación fáctica esgrimida, se desprende que el señor JUAN CAMILO URIBE SANZ fue aprehendido por miembros de la Policía Nacional, al haberle sido encontrado en su poder sustancia estupefaciente identificada como cannabis sativa en un monto de 86.85 gramos.

Por parte de la Fiscalía se solicitó la preclusión a su favor, al considerar que el órgano persecutor carece de elementos probatorios para establecer que la sustancia que portaba lo era para fines distintos a los de consumo, postura que avala el defensor, quien señala que en efecto el joven URIBE SANZ es adicto a los estupefacientes; no obstante el a quo negó lo pedido al estimar que  si bien se acreditó que el procesado es consumidor, se deben analizar las circunstancias en que ocurrió dicha incautación, misma que se dio en la noche, en un monto que excede en cuatro veces la dosis permitida, aunado a su presentación en quince bolsas plásticas.
Con antelación a ingresar en el fondo del asunto, considera la Corporación que se hace necesario hacer un recuento de la línea que frente al tema objeto de estudio ha desarrollado la jurisprudencia de la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia.
Inicialmente, y con fundamento en precedentes de la H. Corte Suprema de Justicia
, se había sostenido que lo de ser o no consumidor de estupefacientes era algo que únicamente interesaba para aquellos casos en que se estaba ante una incautación que no superaba la dosis personal o de aprovisionamiento; es decir, contrario sensu, que cuando esa cantidad era superior a la dosis permitida, se presumía de pleno derecho que con tal comportamiento se vulneraba de manera eficaz y efectiva el interés jurídicamente protegido
. 

Posteriormente, dicho órgano determinó que las conductas en las que se superaba la cantidad establecida como dosis personal o la que se concibió como dosis de aprovisionamiento, debían analizarse en sede de antijuridicidad material, en aras de verificar si se afectaba realmente el bien jurídico tutelado -CSJ SP, 3 sep.  2014, rad. 33409; CSJ SP, 12 nov. 2014, rad. 42617-, entre otros-, e incluso que en los eventos en los que se excedía el límite de lo permitido como delito de peligro abstracto, la presunción era legal -iuris tantum- y no de derecho -iuris et de iure-, a consecuencia de lo cual admitía prueba en contrario; y, por tanto, el monto del estupefaciente incautado no sería el único elemento para definir ese aspecto, sino uno más de los que los falladores deben valorar para efectos de establecer lo pertinente. 

Luego de ello hubo otro cambio de postura, a partir de la sentencia CSP SP, 9 mar. 2016, rad. 41760, ratificada en las decisiones CSJ SP, 6 abr. 2016, rad. 43512, y en la CSJ SP, 15 mar. 2017, rad. 43725, de conformidad con las cuales  el fallador debe establecer si el judicializado es un infractor de la ley, bien sea porque comercializa o distribuye estupefacientes, o se trata únicamente de un adicto o consumidor de sustancias prohibidas, ya que la justicia penal solo debe ocuparse de los primeros, y no de los últimos. En dichos fallos se considera el ánimo del sujeto activo como ingrediente subjetivo o finalidad del porte de sustancias alucinógenas, a efectos de excluir su responsabilidad penal o de estimar realizado el tipo de prohibición.

Igualmente en la sentencia 44997 de julio 11 de 2017 indicó la Corte que: “En todos los casos, el consumidor ocasional, recreativo o adicto, no puede ser considerado como sujeto pasible del derecho penal, cuando la conducta que realiza carece de cualquier connotación afín al tráfico o distribución de sustancias estupefacientes o psicotrópicas o drogas sintéticas, con independencia de la cantidad de sustancia prohibida que se lleve consigo, pues en tales eventos no se produce un efectivo menoscabo o peligro concreto para los bienes jurídicos que pueden ser objeto de tutela por el legislador”. Así mismo, se expresó en dicha providencia que: “Se reconoce la existencia de un elemento subjetivo implícito en el tipo penal, relacionado con la constatación de la intención del portador de la sustancia estupefaciente, debiéndose establecer si el propósito es el uso personal o si lo es la distribución o tráfico”, y añadió que: “es a la Fiscalía a quien compete la demostración de cada uno de los elementos del tipo penal, entre ellos, la acreditación probatoria de los fines del porte de estupefacientes relacionados con la distribución o tráfico de los mismos y, con ello, la afectación o la efectiva puesta en peligro de los bienes jurídicos protegidos […]”. -negrillas y subraya de la Sala-

En esa misma línea de pensamiento, la Sala de Casación Penal en decisión CSJ SP, 28 feb. 2018, rad. 50512, señaló, entre otros aspectos, lo siguiente:

“En ese sentido, no le correspondía al procesado probar su inocencia, por cuanto ella se presume, razón por la cual, el órgano persecutor de la acción penal debía establecer, además del peso de la sustancia incautada, si esta estaba destinada a ser distribuida a cualquier título, con miras a desvirtuar lo señalado por XXXX al momento de su captura.

De manera que en ningún evento la carga de la prueba de su inocencia le corresponde al procesado, como parece entenderlo el tribunal cuando afirma que la defensa no probó que XXXX llevaba consigo la sustancia estupefaciente con el único propósito de consumirla. 

[…]

Desconoció el tribunal que la fiscalía nunca tuvo dentro de sus hipótesis probar que la sustancia incautada estaba destinada a un fin diferente al del consumo; ni siquiera en la audiencia de imputación aludió a este aspecto subjetivo de la tipicidad de la conducta, tampoco lo hizo en la acusación.  De ese modo, las pruebas practicadas en el juicio solo permitieron conocer y verificar, como se prometió en la teoría del caso, que el procesado, habitante de la calle, llevaba consigo 47 papeletas de una sustancia que arrojó resultado positivo para cocaína en cantidad de 11.4 gramos. 

[…]

El hecho de encontrar la sustancia incautada empacada en papeletas, no muestra nada diferente a que lo habitual en materia de microtráfico de sustancias prohibidas es que la droga sea vendida en dosis menores, por lo que de tal hallazgo, ausente de información adicional, no se puede deducir que XXXXX la tenía destinada para algo diferente que a su consumo, menos, si la Fiscalía nunca tuvo dentro de sus hipótesis investigativas la estructuración de un verbo alternativo de consumación del tipo penal descrito en el artículo 376 del C.P., diferente al de ‘llevar consigo’.

[…]

Evidencia lo anterior, que la Fiscalía no probó, además porque no estuvo dentro de sus finalidades investigativas, que XXXXX tuviera un propósito diferente al de consumir la sustancia que le fue incautada.  Más aún, ni siquiera desvirtuó que el capturado la ‘llevaba consigo’ con el único fin de consumirla por ser un habitante de la calle adicto a estas sustancias.” -negrillas de la Sala-

En similar sentido, la Alta Corporación en sentencia 46848 de marzo 14 de 2018, donde se hizo alusión a la providencia 44997 de 2017, señaló que “la demostración de los hechos o circunstancias atinentes al ánimo del porte de los estupefacientes, como componentes de los ingredientes subjetivos relativos al tráfico o distribución de las sustancias, incumbe siempre al acusador, quien tiene la carga de probar toda la estructura de la conducta punible” –negrillas de la Sala-

Con esas obligadas precisiones, debe proceder la Corporación a analizar las particularidades de este asunto, para definir si nos encontramos frente a una conducta que pueda encuadrarse típicamente en el delito de tráfico de estupefacientes, para convalidar lo decidido por el funcionario de primer nivel al negar la preclusión solicitada por el órgano persecutor, o si, por el contrario, la Fiscalía no corroboró la existencia del elemento subjetivo, esto es, la intención de traficar y no de consumo, amén de la condición de adicto del señor JUAN CAMILO URIBE SANZ, motivo por el cual lo pedido debe prosperar.

En primer lugar debe decirse que nuestro órgano de cierre ha señalado jurisprudencialmente que el juez debe valorar el conjunto probatorio, y de acuerdo con las reglas de la sana crítica determinar si es razonable imponer sanción por el punible de tráfico de estupefacientes a un consumidor habitual de sustancias prohibidas, y para ello debe apreciar si la cantidad es indicativa de un propósito de uso diverso del propio consumo, o si de esa circunstancia, junto con los demás elementos de conocimiento, puede evidenciarse que se trata de un porte de estupefaciente para la exclusiva ingesta sin que se advierta un ánimo de comercialización o cualquiera otra finalidad, para lo cual el órgano encargado de la persecución penal, debe acreditar ese elemento subjetivo del tipo.
En consonancia con los medios de conocimiento incorporados válidamente a la actuación, se tiene lo siguiente:

- El señor URIBE SANZ fue aprehendido en vía pública del barrio San Fernando, sector Cuba de Pereira, siendo las 23:30 horas aproximadamente, cuando al practicársele un registro arrojó una bolsa al piso, en la cual había otras 15 similares, que a su vez contenían sustancia vegetal que arrojó positivo para cannabis sativa en cantidad de 86.5 gramos.
- De lo informado por los agentes captores se infiere que el señor JUAN CAMILO fue sorprendido cuando portaba dicha cantidad de marihuana, pero en ningún momento indicaron que este hubiese tenido al menos la intención de comercializar ese estupefaciente o suministrarlo a otra persona a título oneroso o gratuito, máxime que en ese instante el joven se encontraba solo, y la intervención que realizaron al parecer lo fue en atención a la función de prevención que les correspondía. 
- De la información arrimada al dossier, se evidencia con claridad que el señor JUAN CAMILO URIBE es adicto a los estupefacientes, lo cual soportan con declaración extraproceso dos ciudadanos que conocen al joven y del cual informan que consume sustancias psicoactivas; así mismo obra historia clínica del Instituto del Sistema Nervioso de Risaralda, donde se diagnostica “trastornos mentales y del comportamiento debidos al uso de Cannabinoides”, así como certificado de un médico psiquiatra que indica que el procesado padece adicción a la marihuana de varios años de evolución, y por ende requiere tratamiento especializado.

- Si bien la cantidad del alcaloide hallado en poder del judicializado ascendió a 86.5 gramos de marihuana, la cual supera en algo más de cuatro veces la dosis permitida como de uso personal en el artículo 2º de la Ley 30/86 que es de 20 gramos, se trata en el caso concreto de un monto en verdad razonable en atención a la adicción que sufre el implicado y sus particulares condiciones personales, de lo que puede inferirse que muy probablemente era para su consumo personal en ausencia de prueba en contrario. Y aunque tal cantidad pareciera exagerada, al cotejarla con aquella a que se hizo referencia en la jurisprudencia 50512 de 2018 -11.4 gramos de cocaína-, el exceso acá aludido es, comparativamente hablando, mucho menor al referido en dicho asunto, si en cuenta se tiene que la dosis permitida para la cocaína es de un gramo y que por ende el allí judicializado la excedió en casi 10 veces.
- Adviértase que la solicitud de preclusión parte del mismo órgano encargado de la persecución penal, toda vez que carece de elementos de prueba para demostrar el elemento subjetivo del tipo, esto es, que la sustancia encontrada al joven JUAN CAMILO fuera para la venta, distribución o suministro, ya que por el contrario, existen elementos probatorios que señalan su adicción a la marihuana, y por ende que la misma era para su exclusiva ingesta.

- A diferencia de lo mencionado por el juez a quo, y como bien lo ha sostenido la Sala de Casación Penal, la presentación de la sustancia no es un dato definitorio en el caso singular, como quiera que por sí sola no permite deducir que no estaba destinada a su ingesta personal debido a que si bien se encontraba repartida en 15 bolsas, es probable que en esas condiciones haya sido adquirida por el acusado al ser evidente que cuando un consumidor la obtiene lo hace en la apariencia que para ello utilizan los distribuidores y en sitios reconocidos como de expendio de estupefacientes. En otras palabras, esta situación por sí sola considerada genera duda en el caso particular y la misma debe resolverse a favor del justiciable. 

- Finalmente, muy a pesar que al ser sorprendido por los policiales el señor URIBE no consumía la sustancia, tampoco se comprobó que la comercializaba o expendía, y por ende el órgano encargado de la persecución penal, en quien recaía la carga de tal demostración, no comprobó que el fin que tenía el procesado al llevar consigo dicho estupefaciente era diferente al consumo personal.

En síntesis, se tiene que lo probado es que el comprometido fue capturado por los agentes del orden cuando llevaba consigo el material alucinógeno, y queda claro que la Fiscalía carece de prueba para acreditar que portaba esa sustancia vegetal con una finalidad distinta a la de saciar su adicción. En consecuencia, al aplicarse los presupuestos jurisprudenciales aludidos al presente caso, en atención a lo que fue materia de prueba, puede concluirse que el estupefaciente hallado en poder del justiciable era para su propio consumo, o al menos no existe prueba en contrario, y por ello el ilícito atribuido no es punible ya que en esa medida no se quebrantaron ninguno de los bienes jurídicos protegidos por el legislador, sino que se trata de un ciudadano que con su actuar únicamente puso en peligro su propia salud, y por ello requiere que se continúe con el tratamiento que por parte de su núcleo familiar ya se le brinda, con el fin de que supere su estado de adicción.

En tan particulares circunstancias, el Tribunal revocará la determinación adoptada por el juez de primer nivel, y revocará la decisión con miras a disponer la preclusión de la investigación que en su contra se adelanta como autor de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de “llevar consigo”.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, y en consecuencia SE DECRETA la PRECLUSIÓN de la acción penal a favor del señor JUAN CAMILO URIBE SANZ, por los hechos presuntamente constitutivos del punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

 El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY VÁSQUEZ
� CSJ SP, 18 nov. 2008, Rad. 29183, y CSJ SP, 8 jul. 2009, Rad. 31531, entre otros.


� Ver entre otras CSJ SP, 17 ago. 2011, Rad. 35978.
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